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11    DOMINGO, 20 DE ENERO DE 2013 LOCAL

Javier Zaragoza, en su despacho de la Audiencia Nacional./ FOTOS:BARROSO

‘Nadie está por 
encima de la ley y 
ésta debe aplicarse 
por igual a todos 
cualquiera que sea su 
condición política, 
social, económicas, 
sus nombres y sus 
apellidos’

M.A.V. 
Usted no fue partidario de excarcelar 
al etarra Bolinaga por razones huma-
nitarias que ahora se pasea por el Pa-
ís Vasco. 
Las circunstancias actuales del ca-
so no avalan las razones humani-
tarias por las que se le excarceló. 
La Fiscalía no se ha posicionado 
nunca en contra de excarcelar a te-
rroristas o a otros criminales por 
razones humanitarias cuando es-
tas concurren realmente y estén 
debidamente justificadas. La Fis-
calía lo que cuestionaba es que 
concurriera ese requisito que esta-
blece el Código Penal,  el  peligro 
inminente de muerte o estado ter-
minal, y los hechos nos están dan-
do la razón: No había una situa-
ción terminal. Por otra parte había 
otro camino para concederle la li-
bertad condicional en la situación 
en la que se encontraba, que a 
nuestro juicio no era de peligro pa-
tente para la vida, y  es que siendo 
un individuo con una enfermedad 
grave y padecimientos incurables, 
se hubiera arrepentido, pedido 
perdón a las víctimas y rechazado 
la violencia terrorista, caso en el 
que podría haber obtenido la liber-
tad condicional como establece la 
ley penal. A esto no nos oponía-
mos. 
 
Parece que nunca se ha arrepentido y 
así lo ha grabado una televisión. 
Es que nunca se le exigió el arre-
pentimiento. Para concederle la li-
bertad condicional se utilizó una 
vía muy excepcional apreciando 
que había un peligro patente para 
su vida, situación que nosotros dis-
cutíamos en atención a los infor-
mes del médico forense y del Cen-
tro Penitenciario. 

 
Ahora, después de varios años de po-
lémica, la Audiencia Nacional ha con-
firmado el procesamiento de los dos 
policías implicados en el supuesto 
chivatazo a ETA en el bar Faisán, el 
inspector José María Ballesteros, y el 
entonces jefe superior de la Policía 
en el País Vasco, Enrique Pamíes. 
En el caso Faisán la actuación de 
la Fiscalía de la Audiencia Nacio-
nal ha sido muy clara desde el 
principio. En un determinado mo-
mento, en el que la investigación 
no arrojaba resultados positivos 
sobre quiénes podrían haber lleva-

‘En el caso del etarra  
Bolinaga no había una 
situación terminal’ 

do a cabo el chivatazo, la Fiscalía 
solicitó el sobreseimiento provi-
sional porque no había indicios su-
ficientes para acusar a nadie. 
Cuando la investigación se retoma 
y se concretan indicios de haber 
participado en ese hecho unos po-
licías, la Fiscalía siempre ha man-
tenido que había indicios de crimi-
nalidad contra esos funcionarios. 
Otra cosa distinta es la calificación 
jurídica, que no es el momento 
ahora de hablar de ella. Cuando el 
asunto llegue a juicio entonces se 
verá si el hecho es una colabora-
ción con organización terrorista o 
un delito de revelación de secretos, 
que es la postura que ha manteni-
do hasta ahora la Fiscalía de la Au-
diencia Nacional; en ambos casos 
los tipos delictivos llevan apareja-
das penas importantes de prisión. 
 
¿Cuál fue la posición de la Fiscalía en 
relación con la excarcelación del eta-
rra De Juana Chaos? 
En estos momentos está reclama-
do por un delito de enaltecimiento 
del terrorismo y existe orden de 

‘La realidad nos 
demuestra que la 
organización 
terrorista no se ha 
disuelto, que sigue 
manteniendo 
estructuras operativas 
clandestinas en 
Francia’

‘A Bolinaga nunca se 
le exigió el 
arrepentimiento. Para 
concederle la libertad 
condicional se utilizó 
una vía excepcional 
apreciando que había 
un peligro patente 
para su vida’

‘Si a De Juana Chaos 
no se le hubieran 
concedido 
redenciones 
ordinarias y 
extraordinarias por 
una cuantía de 12 
años, no habría 
salido hasta el 2017’

busca y captura internacional con-
tra él. Cuando De Juana Chaos fue 
excarcelado por cumplir íntegra-
mente todas las penas por delitos 
de terrorismo fue en el año 2005,  
momento en el que todavía no ha-
bía asumido la Jefatura de la Fis-
calía de la Audiencia Nacional. 
Cumplió las penas tras 18 años en 
prisión porque se le habían conce-
dido en los años anteriores 12 años 
de redenciones. El envío de unas 
cartas  en tono amenazante a dis-
tintas autoridades permitió la 
apertura un nuevo procedimiento 
por amenazas terroristas, en el que 
finalmente fue condenado a una 
pena de 3 años de prisión  por el 
Tribunal Supremo, pena ésta que 
ha cumplido íntegramente. Lo que 
jurídicamente no tenía justifica-
ción era la solicitud de una pena de 
casi 100 años por las supuestas 
amenazas vertidas en las cartas. 
Lo que  está claro es que si no se le 
hubieran concedido redenciones 
ordinarias y extraordinarias por 
una cuantía de 12 años,  no habría 
salido de la cárcel hasta el 2017.  
 
¿Hay que potenciar la labor de la Fis-
calía? 
El futuro de nuestro sistema judi-
cial pasa por atribuir la investiga-
ción a la Fiscalía en lugar de a los 
órganos judiciales. Tiene que desa-
parecer la figura del juez de ins-
trucción, que es una figura muy 
antigua y vinculada con el proceso 
inquisitivo, y estoy convencido de 
que la fiscalía puede llevar a cabo 
la investigación perfectamente. 
Quizás con unos pequeños reto-
ques en su estructura, en su fun-
cionamiento y  en su ubicación 
institucional para romper con esa 
idea de que el fiscal está vinculado 
al poder ejecutivo, porque real-
mente no es así. Este  modelo de 
proceso judicial que tenemos en 
España no existe en ningún otro 
lugar del mundo. 
 
¿Esta reforma la veremos esta legis-
latura? 
No lo sé. Es la eterna asignatura 
pendiente. 
 
Este ministro es fiscal, quizá haya 
más suerte. 
Es compañero mío de profesión, 
esperemos que sí y le deseo los ma-
yores éxitos en esta tarea.

que sirva para desarmar la disci-
plina y la cohesión interna de las 
organizaciones terroristas y de las 
organizaciones criminales, y hasta 
ahora la política de dispersión -
cuestión que queda fuera del ám-
bito judicial- ha sido una de las 
piezas fundamentales para evitar 
la reorganización de las estructu-
ras de ETA dentro de las cárceles. 
Por tanto es una medida que ha te-
nido unos resultados positivos y 
en consecuencia no hay razones 
para cuestionarla en este momen-
to. El día que desaparezca la orga-
nización terrorista habrá que re-
plantearse este tipo de medidas. 
La solución está en manos de ellos,  
porque el Estado no puede hacer 
cesiones en estas materias. 
 
Recientemente ha presentado una 
denuncia contra el abogado Iñaki 
Goioaga, al que quieren designar el 
día 24 senador autonómico por el 
Parlamento de Vitoria a propuesta de 
Bildu y ha pedido que se le cite como 
imputado, ¿podrá impedirlo? 
Efectivamente. La Fiscalía recibió 
una denuncia de UPyD aportando 
una serie de datos nuevos sobre la 

posible vinculación de este aboga-
do con la organización terrorista 
ETA, y en particular unas manifes-
taciones que había hecho un exeta-
rra arrepentido y como quiera que 
relataba circunstancias y hechos 
nuevos, había fundamento sufi-
ciente para presentar una nueva 
denuncia e investigar su actuación 
como posible integrante de la orga-
nización terrorista, en la medida 
en que cumplía la función de trans-
mitir instrucciones entre ETA y 
sus presos. Esa es la razón por la 
que se ha abierto un procedimien-
to y se ha pedido su imputación. 
 
¿Habrá tiempo para impedir su de-
signación como senador? 
La responsabilidad es del Parla-
mento Vasco, por lo tanto ahí las 
autoridades judiciales no tienen 
nada que decir, al menos desde el 
punto de vista legal. El hecho de 
que se le impute por pertenecer a 
ETA  podría ser motivo suficiente 
para evitar su designación como  
senador, pero como he dicho la res-
ponsabilidad institucional  en este 
tema no es nuestra . La Fiscalía ha 
cumplido con su obligación legal.
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